	En la ciudad de San Salvador de Jujuy, República Argentina, a los treinta días de agosto de dos mil once, el Superior Tribunal de Justicia integrado por los señores jueces doctores José Manuel del Campo, María Silvia Bernal, Sergio Marcelo Jenefes, Sergio Ricardo González y Clara D. L. de Falcone -bajo la presidencia del nombrado en primer término-, vieron el Expte. Nº 7942/11, caratulado: "Recurso de Inconstitucionalidad interpuesto en el Expte. Nº B-182187/08 (Sala I - Tribunal del Trabajo) Incidente de Nulidad por incompatibilidad: Cazón, Marcelo Rafael c/ Policía de la Provincia de Jujuy", del cual, 

El doctor del Campo dijo: 

Que la Sala I del Tribunal del Trabajo (fs. 27 y 32 del incidente) desestimó la nulidad planteada por el Estado que había fundado en la incompatibilidad para actuar del doctor R. I. S. J., según los artículos 29 y 30 del Reglamento Orgánico de Fiscalía de Estado, pues existía el impedimento para litigar contra aquél durante un año a contar desde el cese del contrato de locación de servicios -sucedido el 31 de diciembre de 2008-; plazo que no había transcurrido al momento en que el citado profesional, en su condición de patrocinante, amplió la demanda. Además, el tribunal, remitió copia del fallo al Tribunal de Ética y Disciplina del Colegio de Abogados. 

Para decidir en tal sentido, en lo medular, señaló que el actor no tenía obligación de conocer los posibles asesoramientos de su letrado, menos aún los del patrocinante de éste. Y añadió que la nulidad resultaba improcedente porque estaba prevista para los casos en que el demandante fuese concesionario o proveedor del Estado; circunstancias que no acontecían en el caso. 

Disconforme con ese pronunciamiento, el Estado, interpuso el recurso de inconstitucionalidad en examen (fs. 5/11). Pretende que se tenga por no presentado a dicho profesional o que se le ordenase la abstención de actuar en el proceso mientras durara su incompatibilidad (fs.8 vuelta tercer párrafo y 9 vuelta penúltimo párrafo del recurso). 

Que el recurso aludido es admisible aún cuando el impedimento haya desaparecido en la actualidad. Esto es así porque a la época en que el doctor R. I. S. J. amplió la demanda, en su condición de patrocinante del doctor A. L. R., pesaba sobre él la incompatibilidad para demandar al Estado; la cual se extendía hasta el 31 de diciembre de 2009 según las propias expresiones del demandado. Cabe, entonces, tener por no presentado, en dicho carácter, al profesional antes citado. 

Que, por lo demás, conviene dejar sentado que el precedente que cita el Fiscal General (dictamen de fs. 43/45, L.A. Nº 54, Fº 494/496, Nº 170), en orden a la admisión de recurso que propicia, no resulta de aplicación porque el supuesto de hecho que subyace en aquél y en éste es diferente. En efecto, ese antecedente decidió sobre la actuación de un "apoderado" en transgresión a la ley, mientras que aquí se trata de un "letrado patrocinante" que sólo en la ampliación de la demanda acompañara al apoderado: doctor A. L. R. conforme a la carta poder de fs. 3 del principal. Y, en conexión de sentido con ello, parece oportuno recordar que la aplicación de los precedentes sentados en casos anteriores a un caso a decidir requiere, como condición sine qua non, la existencia de un mismo soporte fáctico; es decir, los hechos deben ser materialmente los mismos en ambos supuestos. 

Con tal comprensión, corresponde hacer lugar al recurso de inconstitucionalidad interpuesto por el doctor Roberto Germán Contreras con el patrocinio letrado de Verónica Dina Lorenzone en representación del Estado con el alcance aquí indicado; imponer las costas al doctor R. I. S. J. (artículo 107 del Código Procesal Civil) y diferir la regulación de honorarios hasta tanto pueda aplicarse la pauta contenida en la Ley de Aranceles. 

Los doctores Bernal, Jenefes, González y de Falcone adhieren al voto que antecede. Por ello, 

el SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA 

RESUELVE: 

1º) Hacer lugar al recurso de inconstitucionalidad interpuesto por el doctor Roberto Germán Contreras con el patrocinio letrado de Verónica Dina Lorenzone en representación del Estado; en consecuencia, tener por no presentado al doctor R. I. S. J. en el escrito de ampliación de la demanda; imponer las costas a dicho letrado y diferir la 

regulación de honorarios hasta tanto pueda aplicarse la pauta contenida en la Ley de Aranceles. 

2º) Registrar, agregar copia en autos y notificar por cédula. 

Firmado: Dr. José Manuel del Campo; Dra. María Silvia Bernal; Dr. Sergio Marcelo Jenefes; Dr. Sergio Ricardo González; Dra. Clara Aurora De Langhe de Falcone. 

Ante mí: Sr. Omar Gustavo Acosta - Prosecretario - Por Habilitación. 


